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¿Cuándo ha sido un inconveniente? 

 

Para quienes no la conocían, futura abogada egresada de la universidad de Cartagena, 

con el talante suficiente para hacer historia en la ciudad, o en cualquier destino que 

hubiese elegido en su camino. Para nosotros, una amante aguerrida y apasionada cuya 

capacidad de entrega, hacia quienes fuimos objeto de su afecto, nos reveló el valor 

inconmensurable del amor como el más pertinente de los lenguajes; su partida, una 

herida en carne viva para siempre, nos recuerda día a día la obligación,  con nuestros 

proyectos de vida y ahora con su recuerdo, de confiar en cada una de nuestras 

capacidades y cualidades, justo como ella hubiese querido. Gracias a Dios, y a la vida 

por Victoria, que ya no está y al parecer no regresa, que su paso por cada una de las 

vidas que hoy aspira a este título ayude a forjar, aun en esta triste distancia, nuestras 

personas. 

Vicky, Vico, Victoria María; Carmera y hermana, in aeternum. 
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INTRODUCCION. 

 

La Corte Constitucional, en sus múltiples manifestaciones sobre 

derechos fundamentales, ha tratado de unificar los conceptos que, si bien 

son variados, en conjunto ofrecen una estructura lógica y unísona sobre el 

alcance del Derecho Fundamental del cual parten, sin temor a equivocación, 

todos los demás derechos: El Derecho a la Vida. 

 

Para construir una estructura que, por lo menos, sugiera la concepción 

del Derecho a la Vida en un Estado Social de Derecho como el nuestro, cuya 

presunción estriba en que el sistema jurídico está inspirado en fortalecer 

servicios y garantizar derechos al individuo, es necesariamente posible que 

la aspiración de hacer efectiva tal garantía implique la creación de nuevos 

criterios jurídicos mas allá de lo planteado inicialmente y toda vez que, bajo 

ninguna circunstancia, se contraríe los principios que el constituyente 

primario estableció para materia de tal envergadura. 

 

El interés inmediato y creciente que despierta el respeto a los 

derechos fundamentales en Colombia ha constituido el fundamento político y 

jurídico sobre el rol institucional que tiene la Corte Constitucional en cuanto a 

la protección para estos derechos, teniendo en cuenta la constante clásica  

en dónde Colombia se reconoce como un Estado liberal que privilegia las 

dinámicas económicas y el libre mercado. Es evidente entonces que estamos 
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ante la presencia de una institución que, a través de sus pronunciamientos, 

ha cambiado y re direccionado la forma de hacer leyes y de aplicarlas, 

fortaleciendo su necesaria función protagónica, entre otras, en materia de 

creación de los llamados “nuevos derechos jurisprudenciales”, manifestando 

su competencia en la llamada jurisdicción social. 

 

El derecho fundamental al mínimo vital, a partir de su reconocimiento 

en 1992, se vincula en absoluta medida a los principios de Estado Social de 

Derecho; dignidad humana y solidaridad en conexión lógica con los derechos 

fundamentales a la vida, a la integridad personal y a la igualdad en la 

modalidad de decisiones de protección especial a personas en situación de 

necesidad manifiesta. Es entonces el objeto del derecho fundamental al 

mínimo vital el que abarca todas las medidas positivas o negativas 

constitucionalmente ordenadas con el fin de evitar que la persona se vea 

reducida en su valor intrínseco como ser humano debido a que no cuenta 

con las condiciones materiales que le permitan llevar una existencia digna. 

 

En este orden se hizo pertinente iniciar esta investigación, que exhibe 

de qué forma y bajo qué condiciones la jurisprudencia colombiana de la 

Corte Constitucional ha ido más allá del constituyente primario en materia de 

derechos fundamentales, sugiriendo  este Derecho Fundamental de mínimo 

vital como un derrotero clave del ordenamiento jurídico, que hace físicamente 

mayor presencia desde la administración de justicia, erigiéndolo como un 
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límite o nivel que no puede ser traspasado por el Estado, en materia de 

disposición de los recursos materiales que la persona necesita para auto 

determinarse.  

 

Partiendo de lo anterior y según la intención de esta investigación es 

suficientemente claro que este Derecho Fundamental recoge de manera 

sustancial los lineamientos y objetivos primordiales de nuestra Constitución, 

puesto que, para su aplicación, dispone de todas las medidas para garantizar 

que la persona, centro del ordenamiento jurídico, no se convierta en 

instrumento de otros fines, objetivos, propósitos, bienes o intereses, por 

importantes o valiosos que ellos sean. 

 

Entonces se hace pertinente plantear de alguna manera los limites 

que este derecho fundamental al mínimo vital le ocasiona al Estado en 

cuanto a asegurar condiciones mínimas a través de instituciones que aspiran 

a manifestarse como garantía y protección de éste como son la del salario 

mínimo y la pensión mínima.   
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1. MÍNIMO VITAL: GENERALIDADES. 

 

1.1. Mínimo Vital  dentro de la filosofía de los derechos sociales 

fundamentales. 

 

En el plano de esta investigación, y a fin de establecer criterios a partir 

de la búsqueda del conocimiento, surge la necesidad de  estudiar la 

naturaleza jurídica de los conceptos incluidos como soporte formal del texto. 

Por esta razón, ubicar el derecho al mínimo vital es absolutamente 

importante, incluso partiendo de la definición misma como derecho 

fundamental. 

 

El señor Robert Alexy, define los derechos fundamentales como  

“posiciones tan importantes que su otorgamiento o no otorgamiento no puede 

quedar en manos de la simple mayoría parlamentaria”. Esta 

conceptualización  recoge algunas prerrogativas que, quizás por lo puntual y  

genérico, garantizan un amplio acuerdo. Por otro lado esta misma, asocia de 

manera directa el concepto del derecho fundamental al concepto de la 

democracia como tal. Entre sus características destacadas se encuentra que 

los derechos fundamentales son derechos subjetivos con un alto grado de 
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importancia, lo que nos sugiere que para considerarse un derecho 

fundamental tiene que contar con una y otra característica1. 

 

Según esta concepción, no existe ningún derecho fundamental que no 

sea al mismo tiempo un derecho subjetivo – es decir que se encuentre en 

relación necesaria con por lo menos una norma jurídica, una obligación 

jurídica y una posición jurídica - y además ostenten un alto grado de 

importancia. Las características de la norma jurídica, la obligación jurídica y 

la posición jurídica adquieren una cualidad especial en el caso de los 

derechos fundamentales. Como normas jurídicas vale solo un tipo especial 

de normas, las normas de derechos fundamentales. Como obligaciones 

jurídicas fundamentales y como posiciones jurídicas aquellas solo pueden 

ser obtenidas de las disposiciones de derechos fundamentales mediante una 

justificación jurídica fundamental correcta. 

 

El alto grado de importancia del derecho encierra un juicio de valor 

que está ligado a una proposición normativa. Entre los juicios de valor (plano 

axiológico) y las proposiciones normativas (plano deontológico) existe una 

relación fundamental. Los juicios de valor que expresan el grado de 

importancia de un derecho fundamental fungen como razones para 

proposiciones normativas, en este caso como razones para disposiciones de 

derechos fundamentales. 

                                                           
1
 ALEXY, Robert. Teoría de los Derechos Fundamentales. Centro de Estudios Constitucionales. Madrid. 

1993. 
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Los derechos fundamentales se clasifican según distintos criterios. La 

opinión mayoritaria en la doctrina jurídica distingue entre derechos de 

defensa y derechos de prestación, según la función que los derechos 

fundamentales cumplan en la relación Estado-ciudadano. En el caso de 

derecho de defensa se trata del derecho a la acción negativa del estado 

(omisión estatal), que limita su campo de acción y asegura la libertad del 

individuo2. 

 

Los derechos de prestación se refieren de manera principal a los 

derechos a la acción positiva del Estado (a un hacer estatal), la cual asegura 

la participación del ciudadano en prestaciones normativas – por ejemplo los 

derechos de organización o de procedimiento -  o la participación del 

ciudadano en prestaciones fácticas – por ejemplo ,valga anotarse, el derecho 

al mínimo vital. Los primeros se llaman derechos a prestaciones en el sentido 

amplio, los segundos a prestaciones en sentido más estrecho.  

 

En este orden de ideas es pertinente anunciar una denominación que 

le incluye el ingrediente social a los derechos fundamentales y que además 

propone cierta diferencia entre unos y otros; “los derechos sociales 

fundamentales”. Según su Genus Proximun, los derechos sociales 

                                                           
2
 ARANGO, Rodolfo. El Concepto de los Derechos Sociales Fundamentales. Editorial Legis. Bogotá, 

2005. 
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fundamentales  son también derechos subjetivos con un alto grado de 

importancia, con la anotación especial de que son “derechos de prestación 

en su sentido estrecho”, es decir, derechos generales positivos a acciones 

del Estado.  

 

Los derechos sociales fundamentales son derechos generales, 

específicamente derechos generales positivos. El carácter general de los 

derechos sociales fundamentales se refleja en tres planos: el plano del titular 

del derecho, el de su objeto y el de su justificación. En el plano del titular del 

derecho, todas las personas son portadoras de derechos sociales 

fundamentales (derechos de todos), pero los obligados son exclusivamente 

los estados democráticos modernos. En el plano del objeto, los derechos 

sociales fundamentales son derechos constitucionales (es decir, no simple 

derechos legales) a una situación fáctica que puede ser alcanzada mediante 

la creación de derechos especiales. En el plano de la fundamentación 

filosófica, los derechos sociales fundamentales son derechos humanos cuyo 

carácter ideal (validez moral) se ha fortalecido mediante su positivización 

(validez jurídica). Una consecuencia directa de lo anterior es la generalidad y 

la indeterminación de los derechos sociales fundamentales en contraste con 

la universalidad y la abstracción de los derechos sociales humanos3. 

 

                                                           
3
 ARANGO, Rodolfo. El Concepto de los Derechos Fundamentales. Editorial Legis. Bogotá D.C., 2005. 
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Con lo anterior es claro que los derechos sociales fundamentales se 

distinguen por cinco características: la norma jurídica, la obligación jurídica, 

la posición jurídica, el grado de importancia y el carácter general positivo. Es 

entonces posible plantear que el derecho al mínimo vital es un derecho social 

fundamental, esto es, un derecho a acciones positivas fácticas del estado, el 

cual le impone ciertos límites y parámetros respecto a las actuaciones y 

decisiones del mismo a través de los órganos que lo estructuran. 

 

En este orden de ideas  es entonces claro que, el mínimo vital se 

ubica de manera perfecta entre los llamados derechos sociales 

fundamentales, cubriéndose con sus cinco características más notorias. 

 

1.2. Antecedentes: Derechos innominados. 

 

El texto de la Constitución de Filadelfia de 1877 no ofrece una serie de 

derechos en el formato de catalogo; solo a partir de su intención, y a pesar 

de sus pocas páginas, da origen a una cantidad de derechos que se conocen 

en la actualidad como innominados4. El texto de la Novena Enmienda a la 

Constitución de los Estados Unidos, promulgado el 15 de diciembre de 1791 

reza: “No por el hecho de que la Constitución enumera ciertos derechos ha 

de entenderse que niega o menosprecia otros que retiene el pueblo”, 

convirtiéndose  en el primer referente que, históricamente, se establece en 

                                                           
4
 FERREIRA, Adriana. Los Derechos Innominados en Colombia. Universidad Sergio Arboleda. Bogotá 

D.C., 2005. 
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torno al reconocimiento y aceptación de derechos no positivizados, 

inherentes a la persona, en consecuencia de la interpretación extensiva de 

conceptos de vida y dignidad humana. A partir de este acontecimiento, el 

desarrollo de estos derechos “innominados” se ve promovido de manera 

explícita, incluso implícita en las diferentes cartas Fundamentales de la 

América Latina5. 

 

En Colombia, la idea sobre derechos innominados empieza a germinar 

jurídicamente a partir de la Constitución de 1991, muy seguramente en 

medio de los afanes acertados que introduce la clausula “Estado Social de 

Derecho”, la cual empieza a sugerir conceptos que han ido mas allá de lo 

planteado, siempre que se refiera a su ente principal: “el individuo humano”. 

Antes de ésta, ningún documento refleja, por lo menos, la intención al 

respecto. Precisamente en el artículo 94 de nuestra Constitución Nacional 

encontramos el texto que señala “La enunciación de derechos y garantías 

contenidos en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes no 

deben entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la 

persona humana, no figuren expresamente en ella”, acogiendo de manera 

ejemplar aquellos derechos innominados que se concentran en diversas 

interpretaciones que la jurisprudencia de la Corte Constitucional en su 

actividad de la llamada jurisdicción social, de manera reiterada, ha salido a 

defender cuando se trata de violación manifiesta a un derecho fundamental. 

                                                           
5
 NOVENA ENMIENDA. Constitución de Estados Unidos de América, 1791. 
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El mínimo vital como derecho fundamental se construye a partir de la 

interpretación sistemática de la Constitución; el termino tuvo su origen en un 

concepto afín: Existenzminimum o “mínimo existencial”, acuñado por  la 

jurisprudencia administrativa alemana en la época de la Posguerra, el cual se 

refiere a los medios que sean necesarios para la satisfacción de las 

necesidades materiales para sobrevivir físicamente; tratándose 

principalmente de alimentos , ropa , vivienda y médicos de atención en 

emergencia6. 

 

1.3. Concepto. 

 

El mínimo vital es entonces un derecho innominado que además se 

construye dentro de los llamados derechos sociales fundamentales, es decir 

el derecho que se tiene, frente al Estado, a prestaciones en sentido estrecho.  

 

Al ser un derecho fundamental tratado esencialmente por la 

jurisprudencia nacional, es necesario atender el sentido que ésta le otorga. A 

partir de su reconocimiento en 1992 se empieza a entender este derecho 

como la garantía de un mínimo de condiciones materiales para una 

existencia digna7.  

                                                           
6
 ARANGO, Rodolfo; y Lemaitre, Julieta. Jurisprudencia Constitucional sobre el Mínimo Vital. 

Universidad de los Andes. Bogotá D.C., 2002. 
7
 Corte Constitucional Sentencia T – 426 DE 1992. 
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El derecho a un mínimo vital, es consecuencia directa de los principios 

de dignidad humana y de Estado Social de Derecho que definen la 

organización política, social y económica justa acogida como meta por el 

pueblo de Colombia en su Constitución. 

 

Además de incluir la facultad de neutralizar las situaciones violatorias 

de la dignidad humana, o la de exigir asistencia y protección por parte de 

personas o grupos discriminados, marginados o en circunstancias de 

debilidad manifiesta (CP art. 13); busca garantizar la igualdad de 

oportunidades y la nivelación social en una sociedad históricamente injusta y 

desigual, con factores culturales y económicos de grave incidencia en el 

"déficit social"8.  

 

El derecho a un mínimo vital, no otorga un derecho subjetivo a toda 

persona para exigir, de manera directa y sin atender a las especiales 

circunstancias del caso, una prestación económica del Estado. Aunque de 

los deberes sociales del Estado (CP art. 2) se desprende la realización futura 

de esta garantía, mientras históricamente ello no sea posible, el Estado está 

obligado a promover la igualdad real y efectiva frente a la distribución 

inequitativa de recursos económicos y a la escasez de oportunidades. 

 

                                                           
8
 Corte Constitucional Sentencia T-426 de 1992. 
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De lo anterior se colige que, además de definirlo como derecho 

fundamental, la Corte  lo eleva al rango de “condiciones materiales en sí 

mismas”; esto es, en cuanto atiende circunstancias especiales frente a los 

casos en donde se presente la vulneración de alguna garantía puesto que, 

habiéndolo determinado esta institución, lo refiere en todos aquellos 

pronunciamientos en los cuales se ve afectado este derecho, en la mayoría 

de casos debido a la desigualdad social y de justicia. 

 

1.4. Mínimo Vital como derecho fundamental en Colombia. 

 

En Colombia, como ya se anotó anteriormente, el derecho al mínimo 

vital es reconocido desde 1992 como un derecho que se deriva de los 

principios de Estado Social de Derecho, dignidad humana y solidaridad, en 

concordancia con los derechos fundamentales a la vida, a la integridad 

personal y a la igualdad, en la modalidad de decisiones de protección 

especial a personas en situación de necesidad manifiesta; dado el carácter  

directo e inmediato, aplicables a los citados derechos. 

 

Inicialmente se le entendía bajo la denominación de derecho a la 

subsistencia, introduciéndolo de la siguiente forma: “aunque la Constitución 

no consagra un derecho a la subsistencia éste puede deducirse de los 

derechos a la vida, a la salud, al trabajo y a la asistencia o a la seguridad 
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social”9. La persona requiere de un mínimo  de elementos materiales para 

subsistir. La consagración de derechos fundamentales en la Constitución 

busca garantizar las condiciones económicas y espirituales necesarias para 

la dignificación de la persona humana y el libre desarrollo de su 

personalidad”. 

 

El objeto del derecho fundamental al mínimo vital en Colombia abarca 

todas las medidas positivas o negativas, constitucionalmente ordenadas, con 

el fin de evitar que la persona se vea reducida en su valor intrínseco como 

ser humano, debido a que no cuenta con las condiciones materiales que le 

permitan llevar una existencia digna10. Este derecho fundamental busca 

garantizar que la persona, centro del ordenamiento jurídico, no se convierta 

en instrumento de otros fines, objetivos, propósitos, bienes o intereses, por 

importantes o valiosos que ellos sean. Tal derecho protege a la persona, en 

consecuencia, contra toda forma de degradación que comprometa no sólo su 

subsistencia física sino por sobre todo su valor intrínseco. 

 

Es importante subrayar que, dentro de sus alcances, el derecho 

fundamental al mínimo vital se constituye en un límite o cota inferior que no 

puede ser traspasado por el Estado, sobre todo cuando en su función de 

garantizar mínimas condiciones se trate de disposición de los recursos 

materiales que la persona necesita para llevar una existencia digna. 

                                                           
9
 Corte Constitucional. Sentencia T-426 de 1992. 

10
 http://www.gerencie.com/derecho-fundamental-al-minimo-vital.html 
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2. MINIMO VITAL Y SALARIO MINIMO. 

 

2.1. Salario Mínimo: Antecedentes, Concepto y Objeto. 

 

2.1.1. ANTECEDENTES. 

 

Aunque no estaban muy definidos hasta el periodo entre las dos 

guerras mundiales del siglo pasado, se dispone de algunos antecedentes 

sobre la existencia  de salarios mínimos que datan desde la creación de la 

OIT. Hay quienes remontan la fijación de los primeros salarios mínimos hasta 

el Código Hammurabi, y sin duda el establecimiento de las tasas mínimas de 

salarios para compañeros y aprendices ya formaba parte del orden 

corporativo medieval11.  

 

Nueva Zelanda fue el país pionero en materia de salario mínimo. Su 

origen estuvo motivado por la huelga marítima de 1890, una de las más 

importantes ocurridas en ese país. Como consecuencia, fue expedida la Ley 

de Arbitramento y Conciliación Industrial en 1894. Esta fue la culminación de 

los esfuerzos de los sindicatos para asegurar un  status legal y obtener la 

                                                           
11

 RODRIGUEZ, Julio. El Salario. Primera edición. Editorial Leyer. Bogotá D.C., 2002. 
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protección de un salario mínimo obligatorio y mejores condiciones de empleo 

(Department of Labour, 1966)12.  

 

Posteriormente, durante la primera posguerra, los movimientos 

obreros avanzaron en la construcción de las bases institucionales del salario 

mínimo, teniendo en cuenta las difíciles condiciones sociales. Los gobiernos 

liberales en Gran Bretaña de finales del siglo XIX y comienzos del XX 

efectuaron importantes reformas que tuvieron entre sus líderes al ministro, 

primero de comercio y después de hacienda, David Lloyd George. Entre 

dichas reformas sobresalieron la Ley de la Marina Mercante, mediante la cual 

se mejoraron las condiciones de trabajo de los marineros, y la Ley de 

Pensiones para la Vejez, que estableció una pensión para todos los mayores 

de 70 años cuyos ingresos no llegaran a las 32 libras semanales. En 1911 se 

introdujo la Ley de Seguros Nacionales que  creó los seguros de enfermedad 

y desempleo financiados conjuntamente por empleados y empleadores. Pese 

a ello, el ambiente laboral en Gran Bretaña continuaba siendo difícil. Fue así 

como se presentaron las huelgas mineras de Gales en 1910, de estibadores, 

marineros y trabajadores ferroviarios en 1911, y de mineros, un año después, 

en pro del establecimiento de un salario mínimo13.  

 

                                                           
12

 ARANGO, Luis. El Salario Mínimo: Aspectos generales sobre los casos de Colombia y otros países. 
Banco de la Republica. Bogotá D.C., 2007. 
13

 http://www.banrep.gov.co/docum/ftp/borra436.pdf. 
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Con la conferencia de Berna de 1919 se elaboró la “Carta del Trabajo” 

y se crearon los espacios de diálogo entre obreros y patronos conducentes a 

una fijación de salarios concertada. Adicionalmente esta reunión jugó un 

papel fundamental en la  creación de la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT). El objetivo fundamental de esta institución es el 

establecimiento de instituciones formales que mejoren las condiciones de los 

trabajadores; uno de los mecanismos para lograr ese objetivo es, 

supuestamente, la fijación del salario mínimo.  

 

Desde 1928 hasta 1970 la OIT logró la ratificación de muchos de sus 

convenios haciendo que un importante número de países incorporaran 

dentro de sus políticas sociales el salario mínimo. Sin embargo, además del 

salario mínimo, para la OIT también son importantes la forma y condiciones 

con las cuales éste se fija. El artículo 4 del convenio vigente (1970) dispone 

que: “…entre los elementos que deben tenerse en cuenta para determinar el 

nivel de los salarios mínimos deberían incluirse, en la medida en que sea 

posible  y apropiado, de acuerdo con la práctica y las condiciones 

nacionales, los siguientes: a) las necesidades de los trabajadores y de sus 

familias teniendo en cuenta el nivel general de salarios en el país,  el costo 

de vida, las prestaciones de seguridad social y  el nivel de vida relativo de 

otros grupos sociales, y b) los factores económicos, incluidos los 
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requerimientos del desarrollo económico, los niveles de productividad y la 

conveniencia de alcanzar y mantener un alto nivel de empleo14.” 

 

Algunos países en América Latina se encuentran dentro del grupo de 

pioneros en materia de regulación de los salarios mínimos. El antecedente 

más prestigioso en esta materia como en tantas otras, es la Constitución 

mexicana, de 1917. 

 

Este proceso se intensificó después de la Segunda Guerra Mundial. 

Hoy día todos los países de América Latina tienen legislación sobre salario 

mínimo, y se refieren al mismo por lo menos doce constituciones. Algunas de 

ellas, como la de Colombia, introducen el principio de la ajustabilidad; en la 

de Costa Rica se habla de su fijación periódica; en la del Salvador se 

establecen criterios para su fijación; en la de Honduras se dispone de 

determinación periódica por un procedimiento tripartito y México se 

consignan disposiciones sumamente detalladas15. 

 

2.1.2. CONCEPTO. 

 

Si bien las normas de la OIT no formulan una definición normativa del 

salario mínimo, proporcionan elementos susceptibles de ofrecer un marco de 

                                                           
14

 Organización Internacional del Trabajo. Convenio sobre los métodos para la fijación de salarios 
mínimos, 1928. 
15

 RODRIGUEZ, Julio. El Salario. Primera edición. Editorial Leyer. Bogotá D.C., 2002. 
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referencia, o un parámetro internacional en la materia. De la lectura de estas 

normas se pudiera considerar que es aquel nivel de salario por debajo del 

cual las partes en un contrato de trabajo no pueden pactar una 

remuneración, salvo autorización legal expresa. Este nivel mínimo debe tener 

en cuenta las necesidades de los trabajadores y de sus familias, como 

también factores económicos, incluyendo los requerimientos del desarrollo 

económico, los niveles de productividad y la conveniencia de alcanzar y 

mantener un alto nivel de empleo. 

 

El concepto de salario es un tema del que la Corte se ha ocupado en 

múltiples oportunidades, tanto en sede de tutela como de constitucionalidad, 

subrayando no sólo la importancia técnica o instrumental que tiene la 

ganancia que en virtud de un contrato de trabajo, paga el empleador al 

trabajador por la labor o servicio prestados , sino el valor material que se 

desprende de su consagración como principio y derecho fundamental (C.P. 

preámbulo y artículos 1, 2, 25 y 53), claramente dirigidos a morigerar la 

desigualdad entre las partes de la relación laboral, y hacer posible el orden 

justo de la República "fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 

trabajo, y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia 

del interés general".  

 

Las fuentes positivas que permiten desarrollar la noción integral del 

salario, no sólo se encuentran en los artículos de la Constitución y la 
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legislación interna; es menester acudir a instrumentos de derecho 

internacional que se encargan de desarrollar materias laborales y que, por 

virtud del artículo 93 de la Carta Política, hacen parte de la normatividad ius 

fundamental vigente en nuestro país, a través de lo que se ha denominado 

bloque de constitucionalidad.  

 

En este orden de ideas, la noción de salario ha de entenderse en los 

términos del Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo -

relativo a la protección del salario-, ratificado por la Ley 54 de 1992, que en 

su artículo 1° reza: 

 

"El término ´salario´ significa la remuneración o ganancia, sea cual 

fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse 

en efectivo, fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y debida por un 

empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o 

verbal, por el trabajo que éste último haya efectuado o deba efectuar o por 

servicios que haya prestado o deba prestar"16.  

 

Esto quiere decir que, para efectos del significado que en nuestro 

ordenamiento ha de tener la voz salario y, sobre todo, para la protección 

judicial del derecho a su pago cumplido, deben integrarse todas las sumas 

que sean generadas en virtud de la labor desarrollada por el trabajador, sin 
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 Organización Internacional del Trabajo. Convenio sobre la protección del salario, 1949. 
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importar las modalidades o denominaciones que puedan asignarles la ley o 

las partes contratantes. Así, no sólo se hace referencia a la cifra quincenal o 

mensual percibida por el empleado -sentido restringido y común del vocablo-, 

sino a todas las cantidades que por concepto de primas, vacaciones, 

cesantías, horas extras -entre otras denominaciones-, tienen origen en la 

relación laboral y constituyen remuneración o contraprestación por la labor 

realizada o el servicio prestado. 

 

Las razones para adoptar una noción de salario expresada en estos 

términos, no sólo se encuentran en la ya referida necesidad de integración 

de los diferentes órdenes normativos que conforman el bloque de 

constitucionalidad, sino que son el reflejo de una concepción garantista de 

los derechos fundamentales, que, en materia laboral, constituye uno de los 

pilares esenciales del Estado Social de Derecho. A partir de la Constitución 

de 1991, es evidente la relevancia del derecho laboral dentro de la 

configuración de un orden social y económico justo y más cercano a la 

realidad, en cuyo desarrollo la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 

debido intervenir. Al respecto ha dicho esta institución17:  

 

"En virtud de su consagración como un derecho, el derecho al salario 

en nuestra Constitución compromete al Estado con el deber de protegerlo, 

creando, estimulando e incentivando las condiciones socioeconómicas 
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 Corte Constitucional Sentencia T- 222 de 2004. M.P. Dr. Eduardo Montealegre Lynnet. 
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propicias que promuevan una oferta de oportunidades laborales para todas 

aquéllas personas en capacidad de trabajar, expidiendo la normatividad que 

asegure unas relaciones laborales "dignas y justas", con arreglo a los 

principios fundamentales básicos y mínimos ideados por el Constituyente y, 

en ejercicio de su capacidad de intervención, limitando los abusos que 

pueden engendrarse al amparo de las leyes del mercado y del principio de la 

autonomía de la voluntad, o regulando las condiciones requeridas para 

racionalizar la economía con el fin, de asegurar el pleno empleo de los 

recursos humanos, la distribución equitativa de las oportunidades y los 

beneficios del desarrollo, especialmente en lo laboral, y el mejoramiento de la 

calidad de vida de los trabajadores"18 . 

 

2.1.3. OBJETO. 

 

La legislación sobre el salario mínimo usualmente es justificada por el 

objetivo de contrarrestar el poder de los empleadores sobre el salario y 

garantizar las necesidades básicas del trabajador y de su familia19. 

 

El principal efecto del salario mínimo es la limitación de la autonomía 

de la libertad individual para estipular la remuneración, pues representa un 

”piso” de carácter inderogable. En cuanto a sus funciones, parece existir 

acuerdo en torno a la idea de que los salarios mínimos cumplen cuando 

                                                           
18

 Corte Constitucional Sentencia T – 222 DE 2004. 
19

 http://www.banrep.gov.co/docum/ftp/borra436.pdf. 
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menos las siguientes: en primer lugar, tiene como objeto proteger a aquellos 

grupos de trabajadores que se consideren particularmente vulnerables en el 

mercado de trabajo; en segundo lugar tienden a establecer un salario 

equitativo (aunque se debe reconocer que se tropieza aquí con la dificultad 

de definir lo que se entiende por “equitativo”); en tercer lugar establecen un 

límite inferior a la estructura general de los salarios, y con ello funcionan 

como instrumento de la política macroeconómica, habida cuenta de su 

impacto, tanto en los programas de ajuste económico, como en los 

programas sociales orientados a redistribuir la riqueza nacional20. 

 

El salario mínimo cumple una función reguladora, produciendo su 

ausencia que se careciera de todo parámetro para impedir la explotación del 

trabajador que no esté cubierto por alguna forma de regulación de los 

salarios. De ahí que, si bien es ilusorio pensar que es un arma absoluta de 

lucha contra la pobreza, existen en cambio motivos para asumir que es una 

herramienta por la política social que no puede ni debe desdeñar. 

 

Según la Corte Constitucional Las instituciones del salario mínimo y de 

la pensión mínima, se enmarcan dentro de aquellas políticas destinadas a 

lograr una justicia social, pues son medidas especiales de protección a 

quienes por su condición económica se encuentran en situación de debilidad 

manifiesta. Busca así el legislador menguar la desigualdad y de esta manera 
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 ARANGO, Luis. El salario mínimo. Aspectos generales sobre los casos de Colombia y otros países. 
Banco de la Republica. Bogotá D.C., 2007. 



30 
 

cumplir con el propósito señalado por el constituyente en el artículo 13 de la 

Carta, que ordena al Estado promover las condiciones requeridas para que la 

igualdad sea real y efectiva, mediante la adopción de medidas en favor de 

grupos discriminados o marginados, como también proteger especialmente a 

aquellas personas que por su condición económica o física se encuentran en 

situación de debilidad manifiesta.   

 

El establecimiento del salario mínimo vital y móvil expresa una forma 

específica a través de la cual se concreta la protección especial que el 

trabajo debe recibir del Estado y de la sociedad. Si la remuneración que el 

trabajador obtiene no le permite satisfacer las necesidades - materiales, 

sociales y culturales - que se reputan indispensables para reponer sus 

energías y, además, llevar una vida social y familiar normal, ella no estará a 

la altura de la persona humana y no podrá ser reputada digna, pues, dejará 

de servir como instrumento para construir una existencia libre y valiosa. 

Atendidas las condiciones particulares de ciertas ocupaciones, oficios o 

profesiones, la ley puede señalar remuneraciones mínimas aplicables a 

quienes laboran en ellas21. En este caso, se valoran las competencias y 

destrezas requeridas para desempeñarlas, así como las necesidades de 

orden material y social que se evidencian en las distintas actividades. La 

facultad del Estado para imponer la retribución mínima, no se limita a la que 
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 Corte Constitucional Sentencia SU – 995 DE 1999. 
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se establece por vía general, sino que se extiende a la eventual 

determinación de salarios mínimos profesionales u ocupacionales22.  

 

2.2. Relación directa del salario mínimo con el mínimo vital. 

 

El término mínimo vital tiene  aplicación en el  derecho laboral. La 

palabra mínimo significa la menor remuneración que debe percibir el 

trabajador, y vital implica que esa remuneración debe asegurar al trabajador 

y a su familia la satisfacción de sus necesidades básicas. El anterior criterio 

tiende a permitir la confusión entre el mínimo vital y el salario mínimo, sin 

embargo cada uno subsiste, independientemente, como concepto. 

 

El mínimo vital hace referencia al ingreso mínimo que requiere una 

persona para solventar o cubrir sus necesidades humanas básicas como la 

alimentación, vivienda, transporte, vestido, educación, salud, recreación, 

entre otras. Una persona requiere de unas condiciones mínimas para vivir 

una vida digna, sin restricciones y carencias básicas;  muchas de ellas 

elementales hasta en el mundo animal23. 

 

Esas condiciones mínimas que permiten un sustento digno de toda 

persona se suponen garantizadas por ese ingreso mínimo vital. Ese mínimo 
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 Corte Constitucional Sentencia C 252 de 1995. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
23

 Sentencia C-967 de 2003. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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vital no sólo debe considerar las necesidades de la persona sino de su grupo 

familiar primario, entendido este como su pareja e hijos. 

 

En teoría, el salario mínimo busca cubrir ese mínimo vital;  algo que 

parece no corresponder a la realidad. El salario mínimo actual escasamente 

cubre las necesidades básicas de una sola persona, más no de su familia; de 

modo que no se puede hablar de salario mínimo como sinónimo de mínimo 

vital. 

 

El salario mínimo no es otra cosa que aquel valor, tope o monto 

mínimo que un empleador debe pagar a un trabajador, más no representa el 

mínimo vital. 

 

Del principio de Estado social de derecho se deducen diversos 

mandatos y obligaciones constitucionales: primariamente, el Congreso tiene 

la tarea de adoptar las medidas legislativas necesarias para construir un 

orden político, económico y social justo (Preámbulo, CP art. 2). Por otra 

parte, el Estado y la sociedad en su conjunto, de conformidad con los 

principios de la dignidad humana y de la solidaridad (CP art.1), deben 

contribuir a garantizar a toda persona el mínimo vital para una existencia 

digna. 
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El artículo 53 de la Constitución Política de 1991, correspondiente al 

capítulo 2 sobre los derechos sociales, económicos y culturales, señala que 

la ley laboral deberá tomar en cuenta la remuneración mínima vital y móvil, 

proporcional a la cantidad y calidad de trabajo como uno de sus elementos 

básicos. 

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional en torno al mínimo vital es 

compleja y se ha omitido una definición precisa. Existe consenso en que el 

mínimo vital no está atado a una variable cuantitativa, sino que se define a 

partir de la consideración de elementos cualitativos. De ello se sigue que no 

necesariamente el ingreso neto inferior a un salario mínimo implica 

afectación del derecho al mínimo vital sin embargo, la corte señala lo 

siguiente: 

 

“El elemento remuneratorio es esencial para que se configuren esas 

condiciones dignas y justas en medio de las cuales debe el trabajador prestar 

sus servicios y la Corte considera que ellas no se tienen cuando la 

remuneración no corresponde al mínimo vital o cuando se trata de una 

retribución que permanece estática, pues la Constitución exige que sea 

móvil, ni tampoco cuando el incremento se revela desproporcionado en 

relación con la cantidad y la calidad del trabajo o con las circunstancias 
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sociales y económicas en medio de las cuales se desenvuelve el 

trabajador”24. 

   

"Parte bien importante de la dignidad y justicia en medio de las cuales 

el Constituyente exige que se establezcan y permanezcan las relaciones 

laborales consiste en la proporcionalidad entre la remuneración que reciba el 

trabajador y la cantidad y calidad de su trabajo (artículo 53 C.P.)”. 

  

Para la Corte es claro que todo trabajador tiene derecho, de nivel 

constitucional, a que se lo remunere, pues si el pago de sus servicios hace 

parte del derecho fundamental al trabajo es precisamente en razón de que es 

la remuneración la causa o el motivo, desde el punto de vista de quien se 

emplea, para establecer la vinculación laboral. 

  

Ahora bien, esa remuneración no puede ser simplemente simbólica. 

Ha de ser adecuada al esfuerzo que implica la tarea cumplida por el 

trabajador, a su preparación, experiencia y conocimientos y al tiempo durante 

el cual vincule su potencia de trabajo a los fines que interesan al patrono. 

  

Eso implica que el patrono no puede fijar de manera arbitraria los 

salarios de sus empleados, preferir o discriminar a algunos de ellos, 

hallándose todos en igualdad de condiciones. 
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 Corte Constitucional Sentencia C 815 de 1999. 
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Tampoco es admisible que congele indefinidamente los sueldos, 

absteniéndose de hacer aumentos periódicos acordes con la evolución de la 

inflación, menos todavía si al proceder en esa forma aumenta cada cierto 

tiempo los salarios de algunos empleados y no los de otros"25.  

  

2.3. Carácter móvil de la remuneración mínima. 

  

Si bien es cierto en el nivel mínimo se cumple la obligación legal 

incrementando el salario en la proporción anual plasmada en el respectivo 

decreto, ello no quiere decir que las demás escalas salariales puedan 

permanecer indefinidamente congeladas, según la voluntad del patrono, ya 

que la remuneración de los trabajadores debe ser móvil, es decir, está 

llamada a evolucionar proporcionalmente, de acuerdo con el aumento en el 

costo de la vida. 

  

En otros términos, ningún patrono público ni privado tiene autorización 

constitucional para establecer que sólo hará incrementos salariales en el 

nivel mínimo y que dejará de hacerlos indefinidamente en los distintos 

períodos anuales cuando se trata de trabajadores que devengan más del 

salario mínimo. 
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 Corte Constitucional Sala Plena. Sentencia SU-519 del 15 de octubre de 1997. 
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En realidad, en una economía inflacionaria, la progresiva pérdida del 

poder adquisitivo de la moneda causa necesariamente la disminución real en 

los ingresos de los trabajadores en la medida en que, año por año, 

permanezcan inmodificados sus salarios. Cada período que transcurre sin 

aumento implica una disminución real de la remuneración y, por tanto, un 

enriquecimiento sin causa de parte del patrono, quien recibe a cambio la 

misma cantidad y calidad de trabajo, pagando cada vez menos"26.   

 

2.4. Salario Mínimo en Colombia: Antecedentes legislativos y 

criterios de fijación.  

 

2.4.1. Antecedentes legislativos. 

 

El salario mínimo en Colombia fue legalmente constituido mediante la 

Ley 6ª de 1945, cuyo artículo 4º dispone que “el gobierno podrá señalar, por 

medio de decretos que regirán por el término que en ellos se indique, los 

salarios mínimos para cualquier región económica o cualquier actividad 

profesional, industrial, comercial, ganadera o agrícola de una región 

determinada, de conformidad con el costo de la vida, las modalidades del 

trabajo, la aptitud relativa de los trabajadores, los sistemas de remuneración  

o la capacidad económica de las empresas, previo concepto de comisiones 

paritarias de patronos y trabajadores”. Sin embargo, la ley no se hizo efectiva 
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 Corte Constitucional. Sala Quinta de Revisión. Sentencia T-276 del 3 de junio de 1997. 
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sino en 1949; en ese año, por medio del Decreto 3871, se fijó por primera 

vez en Colombia el salario mínimo: su valor fue dos pesos diarios. En 1950 el 

salario mínimo fue definido como “el que todo trabajador tiene derecho  a 

percibir para subvenir a sus necesidades normales y a las de su familia, en el 

orden material, moral y cultural”.  

 

Anteriormente y hasta mediados de la década de los 80 existía una 

amplia gama de salarios mínimos. Por ejemplo, el decreto 236 de 1963 (que 

reglamentaba la Ley 1ª de 1963) estableció salarios por departamentos, 

tamaños  de empresa; el decreto 240 de ese mismo año reajustó el salario 

mínimo en el sector agrícola y de los trabajadores menores de dieciséis 

años. El decreto 577 de 1972 fijó salarios por sector (manufacturero, 

comercio, servicios, transporte, construcción, primario, etc.), por zona del 

país y por tamaño de empresa, etc. La unificación del salario mínimo se 

produjo en 1983 (decreto 3506). Los argumentos que llevaron a dicha 

medida tuvieron que ver con “la eliminación de una injusta discriminación en 

perjuicio de los trabajadores del sector rural. El proceso de ajuste culminó el 

1º de julio, fecha a partir de la cual hubo un salario mínimo para la totalidad 

de los trabajadores colombianos que estaban colocados en este nivel de 

remuneración” (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 1983-1984). 

 

Los ajustes hechos al salario mínimo no necesariamente se aplicaban 

al inicio de cada año; en ocasiones el ajuste del salario mínimo se estableció 
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para varios años y, en otras, se modificó varias veces en un mismo año. La 

dinámica de la inflación era el determinante básico de la frecuencia de los 

ajustes. En 1979 el ajuste del salario mínimo se hizo anual, empezando a 

regir a partir del primer mes, como se acostumbra actualmente27.  

 

2.4.2. Criterios de fijación. 

 

El artículo 53 de la Constitución Política de 1991, correspondiente al 

capítulo 2 sobre los derechos sociales, económicos y culturales, señala que 

la ley laboral deberá tomar en cuenta la remuneración mínima vital y móvil, 

proporcional a la cantidad y calidad de trabajo como uno de sus elementos 

básicos.  

 

La ley Art. 146, Código sustantivo del trabajo, establece que para la 

fijación del salario mínimo se deben tener en cuenta factores como costo de 

vida, las modalidades de trabajo, la capacidad económica de las empresas y 

las condiciones de cada región o actividad económica28. 

 

Al considerar la capacidad económica de las empresas como un factor 

determinante a la hora de la fijación de salario mínimo, permite que este 

pueda ser fijado en común acuerdo entre empresarios y sindicatos, puesto 
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 Arango Thomas Luis Eduardo, Herrera Paula, Posada Posada Carlos Esteban. El salario mínimo: 
aspectos generales sobre los casos de Colombia y otros países. Banco de la Republica. Bogotá D.C., 
2007.   
28

 Codigo Sustantivo del Trabajo. 
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que la filosofía de la norma ha sido lograr que los intereses de las partes 

involucradas y que se afectan de una u otra forma con la fijación del salario 

mínimo, confluyan en un punto que permita el equilibrio y deje a todos 

contentos. 

 

En la actualidad, la Comisión Permanente  de Concertación de 

Políticas Laborales y Salariales es la encargada de proponer el salario 

mínimo a finales de cada año. Dicha comisión está conformada por igual 

número de representantes del gobierno, los empleadores y los trabajadores. 

De ella forman parte: a) en representación del Gobierno: el Ministro de 

Protección Social o su delegado, quien la  presidirá; el Ministro de Hacienda 

y Crédito Público o su delegado, el Ministro de Comercio Exterior o  su 

delegado, el Ministro de Agricultura o su delegado, el Director del 

Departamento Nacional de Planeación o su delegado; b) por los 

empleadores: cinco representantes con sus respectivos suplentes 

personales, designados por las asociaciones nacionales gremiales más 

representativas de empleadores de los distintos sectores económicos del 

país, en forma ponderada y de conformidad con la participación de cada 

sector en el producto interno bruto y en la generación de empleo. Para ello, 

el Gobierno se basará en los datos y cifras elaborados por el Departamento 

Administrativo Nacional de Estadística; c) por los trabajadores: cinco 

representantes con sus suplentes personales, designados o removidos por 

las confederaciones sindicales más representativas del país, determinadas 
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con base en el número de afiliados que cada una de éstas posea al momento 

de la elección, según censo que en tal sentido elabore el Ministerio de la 

Protección Social,  y dentro de los cuales habrá por lo menos un 

representante con su respectivo suplente, de los pensionados, que se rotará 

cada cuatro años entre las dos Confederaciones de Pensionados más 

representativas. 

 

La comisión debe fijar de manera concertada el salario mínimo 

teniendo en cuenta la meta de inflación del siguiente año fijada por la Junta 

del Banco de la República, la productividad acordada por el comité tripartito 

de productividad que coordina el Ministerio de Protección Social, la 

contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del producto 

interno bruto y el índice de precios al consumidor (IPC)29.  

 

La norma establece que las decisiones de la Comisión serán 

adoptadas por consenso. El voto de cada sector representativo  es el de la 

mayoría de sus miembros. Para la fijación del salario mínimo, la Comisión 

debe decidir a más tardar el quince de diciembre. Si no es posible concertar, 

la parte o partes que no estén de acuerdo deben explicar las razones de la 

salvedad dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. Las partes tienen la 

obligación de estudiar esas  

 

                                                           
29

 Ley 278 de 1996, articulo 8°.  
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Salvedades y fijar su posición frente a ellas en el término de las 

siguientes cuarenta y ocho horas. De nuevo, la Comisión debe reunirse para 

buscar el consenso según los elementos de juicio que se hubieren allegado 

antes del treinta de diciembre. Cuando no se logre el consenso en la fijación 

del salario mínimo, para el año inmediatamente siguiente, a más tardar el 

treinta de diciembre de  cada año, el gobierno lo determinará teniendo en 

cuenta como parámetros la meta de inflación del siguiente año fijada por la 

Junta del Banco de la República y la productividad acordada por el comité 

tripartito de productividad que coordina el Ministerio de Protección Social;  

además, la contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del 

producto interno bruto, la meta de inflación y la inflación observada. 

  

Finalmente, en relación con el enforcement (mecanismos para hacer 

cumplir la norma del salario mínimo) señalemos, en primer lugar, los 

aspectos formales. El Ministerio de Protección Social cuenta con la Unidad 

Especial de Inspección, Vigilancia y Control de Trabajo entre cuyas funciones 

se destacan las de “dirigir, coordinar, desarrollar y evaluar las acciones de 

prevención, inspección, vigilancia y control en todo el territorio nacional, con 

el fin de garantizar el cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y 

convencionales sobre el trabajo, el empleo y la seguridad social tanto en el 

sector público como en el privado”.30  

 

                                                           
30

 Decreto 205 de 2003 del Departamento Administrativo de la Función Pública. Articulo 29 y 
posteriores. 
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2.5. Carácter subsidiario de la fijación gubernamental. 

  

La atribución del Ejecutivo en la fijación del salario mínimo es 

netamente subsidiaria, lo cual significa que no adquiere competencia para 

dictar el decreto que fije el salario mínimo unilateralmente si no se han 

agotado las etapas anteriores, que buscaban el consenso como primer 

objetivo. No goza el Gobierno en esta hipótesis de una facultad discrecional y 

menos todavía arbitraria. Está sujeto a unos límites que la misma norma legal 

introduce.  

 

 “El Gobierno, en la hipótesis de la norma, debe ponderar los factores 

contenidos en ella, pero que, en todo caso el reajuste salarial que decrete 

nunca podrá ser inferior al porcentaje del IPC del año que expira. Y ello por 

cuanto el Gobierno está obligado a velar por que el salario mantenga su 

poder adquisitivo, de tal forma que garantice el mínimo vital y móvil a los 

trabajadores y a quienes de ellos dependen. De lo contrario, vulnera el 

artículo 53 de la Constitución”31. 

 

2.6.  Tensión entre Mínimo Vital y Libertad Contractual. 

 

Existe una tensión fuerte entre la protección del mínimo vital y la 

libertad contractual, cuando el cumplimiento de un contrato afecta el primer 
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 Corte Constitucional Sentencia C-815 DE 1999. M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo. 
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derecho. Es posible identificar dos escenarios relevantes para resolver tal 

tensión: a) Resultado previsible. El ejercicio de la libertad contractual puede 

colocar a la persona en una situación de riesgo en la que, de fracasar, su 

mínimo vital queda en entredicho. Se trata de una especie de apuesta, con el 

alto riesgo de perder. Esto es, el resultado es posible y probable. En tal caso, 

difícilmente podrá el juez constitucional modificar la relación contractual, pues 

la persona ha actuado a propio riesgo. Esta circunstancia no le permite, en el 

plano constitucional, pretender inmunidad frente al riesgo auto generado. Lo 

anterior, con todo, no implica exclusión absoluta del control constitucional, 

pero demanda probar más que la exposición al riesgo. b) Resultado 

imprevisible. Tratándose de situaciones en las cuales la persona ha 

procurado una baja exposición al riesgo (un riesgo ordinario) y, bajo 

condiciones ordinarias, no era posible prever la consecuencia de afectación 

del derecho fundamental, la posibilidad de intervención del juez 

constitucional aumenta. En tal caso, desaparece cualquier asomo 

paternalista y el Estado asiste meramente para evitar que la persona “no 

sucumba ante la propia impotencia32. 

 

La Corte hace los siguientes planteamientos: 

 

“El mínimo vital, como derecho fundamental, está sujeto a los 

elementos que determinan esta clase de derechos. La Corte Constitucional 
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 Corte Constitucional Sentencia T-222 de 2004. M.P. Dr. Eduardo Montealegre Lynett.  
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analizó este punto y fijó un criterio más preciso para determinar la naturaleza 

de fundamental de un derecho: “será fundamental todo derecho 

constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y 

sea traducible en un derecho subjetivo”33 

  

“En este orden de ideas, será fundamental todo derecho constitucional 

que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible 

en un derecho subjetivo. Es decir, en la medida en que resulte necesario 

para lograr la libertad de elección de un plan de vida concreto y la posibilidad 

de funcionar en sociedad y desarrollar un papel activo en ella”.  

  

“Dentro de la importancia que en nuestro Estado se le otorga a las 

libertades del individuo la Corte ha subrayado el hecho de que el carácter 

fundamental de un derecho constitucional depende de su relación con su 

necesidad “para lograr la libertad de elección de un plan de vida concreto y la 

posibilidad de funcionar en sociedad y desarrollar un papel activo en ella”. 

  

“Ello supone colocar a la persona en una perspectiva social, más allá 

de un mero análisis de la condición de individuo o persona. El 

funcionamiento de una persona en la sociedad o, en otras palabras, su 

participación en diversos procesos y actuaciones sociales, está, en buena 

medida, enmarcado por el ordenamiento jurídico. Entre los modos de 
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 Corte Constitucional Sentencia T-227 de 2003. 
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participación dentro de los diversos sistemas sociales, sin lugar a dudas la 

libertad contractual ocupa un papel central. Las diversas operaciones que se 

dan en el sistema de la economía se traducen al derecho en contratos (u 

otras figuras propias del derecho, como responsabilidad aquiliana, etc.)”. 

  

“La garantía de la libertad para celebrar contratos, implica una 

garantía para que la persona pueda interactuar en determinados ámbitos 

sociales. En otros, sin lugar a dudas, su salud, su educación, su pensamiento 

o, inclusive, sus habilidades físicas e histriónicas, serán determinantes”. 

  

“Teniendo presente lo anterior, la protección a la libertad de 

contratación implica, de suyo, una protección, en abstracto, de los derechos 

fundamentales de las personas. Ello no implica que circunstancias 

especiales obliguen a una intervención estatal en el contrato. Con todo, se 

garantiza, en términos generales, el derecho a contratar o no o, en caso 

contrario, al menos a seleccionar al contratista (sin entrar en discusiones 

constitucionales, tal sería el caso de la selección de la E.P.S. a la cual se 

afilia un cotizante)”34. 

  

“De allí que la persona sea libre para destinar sus recursos para 

satisfacer sus necesidades –según su propia evaluación-, sin que quepa, en 
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 Corte Constitucional T-222 de 2004. M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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términos generales, la posibilidad de que se impute a terceros las 

desventuras derivadas de las propias decisiones de inversión”. 

  

3. MINIMO VITAL Y PENSION MINIMA. 

 

3.1. Fondos de solidaridad pensional. 

 

El Fondo de Solidaridad Pensional es una cuenta especial de la 

Nación, sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social, cuyo objeto es subsidiar los aportes al Régimen General de 

Pensiones de los trabajadores asalariados o independientes, del sector rural 

y urbano que carezcan de suficientes recursos para efectuar la totalidad del 

aporte, tales como artistas, deportistas, músicos, compositores, toreros y sus 

subalternos, la mujer microempresaria, las madres comunitarias, los 

discapacitados físicos, psíquicos y sensoriales, los miembros de las 

cooperativas de trabajo asociado y otras formas asociativas de producción, 

de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno 

Nacional35. 

 

El subsidio se concederá parcialmente para remplazar los aportes del 

empleador y del trabajador, o de este último en caso de que tenga la calidad 
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 Ley 100 de 1993, Art. 25. 
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de trabajador independiente, hasta por un salario mínimo como base de 

cotización. 

 

Con la Ley 797 de 2003 se creó adicional a la subcuenta de 

solidaridad, la subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad 

Pensional, destinada a la protección de las personas en estado de indigencia 

o de pobreza extrema, mediante un subsidio económico. La edad para 

acceder a esta protección será en todo caso tres (3) años inferior a la que rija 

en el Sistema General de Pensiones para los afiliados. 

 

Para ser beneficiario del subsidio que ofrece el Fondo de Solidaridad 

Pensional a través de la subcuenta de Solidaridad, debe cumplir con los 

siguientes requisitos: 

 

Desarrollar cualquier actividad como trabajador independiente que le 

genere ingresos hasta de un salario mínimo legal vigente. 

 

Haber cumplido 55 años (hombre o mujer) y los vinculados a los 

fondos de pensiones deberán ser mayores de 58, siempre y cuando no 

tengan un capital suficiente para financiar una pensión mínima. 

 

Debe contar por lo menos con 650 semanas de cotización al Sistema 

General de Pensiones, previas al otorgamiento del subsidio. 
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Adicionalmente, tener cobertura en el Sistema General de Salud 

(cualquier tipo). 

 

Los mayores de 60 años de edad para poder acceder al subsidio que 

otorga el Fondo de Solidaridad Pensional les deberá por lo menos hacer falta 

cinco años de cotizaciones como mínimo para acceder a la Pensión de 

Vejez. 

 

Los beneficiarios de estos subsidios podrán escoger entre el Régimen 

Solidario de Prima Media con Prestación Definida y el Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad, pero en el evento de seleccionar esta última 

opción, sólo podrán afiliarse a fondos que administren las sociedades 

administradoras que pertenezcan al sector social solidario, siempre y cuando 

su rentabilidad real sea por lo menos igual al promedio de los demás fondos 

de pensiones de conformidad con lo establecido en la presente ley. Para 

hacerse acreedor al subsidio el trabajador deberá acreditar su condición de 

afiliado del Régimen General de Seguridad Social en Salud, y pagar la 

porción del aporte que allí le corresponda36. 

 

 

 

                                                           
36

 http://www.revisoresytributarios.com/v3/cifras/afs.html. 
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3.2. Origen de los aportes. 

 

El fondo de solidaridad pensional tendrá las siguientes fuentes de 

recursos: 

 

1. Subcuenta de solidaridad37 

 

a) El cincuenta por ciento (50%) de la cotización adicional del 1% 

sobre la base de cotización, a cargo de los afiliados al sistema general de 

pensiones cuya base de cotización sea igual o superior a cuatro (4) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes; 

 

b) Los recursos que aporten las entidades territoriales para planes de 

extensión de cobertura en sus respectivos territorios, o de agremiaciones o 

federaciones para sus afiliados; 

 

c) Las donaciones que reciba, los rendimientos financieros de sus 

recursos, y en general los demás recursos que reciba a cualquier título. 

 

 

2. Subcuenta de Subsistencia 
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 Ley 797 de 2003. 
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a) Los afiliados con ingreso igual o superior a 16 salarios mínimos 

mensuales legales vigentes, tendrán un aporte adicional sobre su ingreso 

base de cotización, así: de 16 a 17 smlmv de un 0.2%, de 17 a 18 smlmv de 

un 0.4%, de 18 a 19 smlmv de un 0.6%, de 19 a 20 smlmv de un 0.8% y 

superiores a 20 smlmv de 1% destinado exclusivamente a la subcuenta de 

subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional de que trata la presente ley; 

 

b) El cincuenta (50%) de la cotización adicional del 1% sobre la base 

de cotización, a cargo de los afiliados al sistema general de pensiones cuya 

base de cotización sea igual o superior a cuatro (4) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes; 

 

c) Los aportes del presupuesto nacional. Estos no podrán ser 

inferiores a los recaudados anualmente por los conceptos enumerados en los 

literales a) y b) anteriores, y se liquidarán con base en lo reportado por el 

fondo en la vigencia del año inmediatamente anterior, actualizados con base 

en la variación del índice de precios al consumidor, certificado por el DANE; 

 

d) Los pensionados que devenguen una mesada superior a diez (10) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes y hasta veinte (20) contribuirán 

para el Fondo de Solidaridad Pensional para la subcuenta de subsistencia en 

un 1%, y los que devenguen más de veinte (20) salarios mínimos 

contribuirán en un 2% para la misma cuenta. 
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Para ser beneficiario del subsidio a los aportes, el afiliado al ISS, 

deberá ser mayor de 55 años y los vinculados a los fondos de pensiones 

deberán ser mayores de 58, siempre y cuando no tengan un capital 

suficiente para financiar una pensión mínima38. 

 

3.3. Justificación y Objeto de la cotización mínima. 

 

Tiene por objeto garantizar a la población el amparo contra las 

contingencias derivadas de la vejez, la invalidez o la muerte, mediante el 

reconocimiento de pensiones y prestaciones que se determinan en la ley, 

previo el lleno de ciertos requisitos que en ella misma se determinan para 

acceder a tales beneficios39. 

 

Es en tal virtud que la afiliación al régimen se hace obligatoria para 

todos los trabajadores dependientes e independientes. 

 

 

 

 

 

                                                           
38

  Ley 100 de 1993, art. 2t, modificado por el artículo 8 de la ley 797 de 2003. 
39

 Ley 100 de 1993, articulo 1°. 
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4. MINIMO VITAL: ALGUNOS LÍMITES AL ESTADO EN MATERIA 

DE SALARIO Y PENSION MINIMA. 

 

4.1. Carácter irrenunciable e inembargable del salario mínimo. 

 

Otro mecanismo de protección del salario mínimo y con ello a quienes 

lo perciben, consiste en su carácter irrenunciable e inembargable. En cuanto 

a lo primero, se tiene que la fijación del salario mínimo modifica 

automáticamente los contratos de trabajo en los que se haya estipulado un 

salario inferior. Y en cuanto a lo segundo, se trata de una medida que 

armoniza con la Constitución, “no sólo en lo que hace al artículo 53, el cual 

garantiza una remuneración mínima, vital y móvil (salario mínimo), sino en 

relación con el artículo 42, pues la protección del salario no sólo se erige 

como una garantía para el trabajador, sino para su núcleo familiar”40. 

 

Para la Corte todas estas medidas son asunto de la protección 

reforzada de que goza el salario mínimo en el Estado Social de Derecho, 

pero en últimas del trabajador que cuenta con ese nivel de ingreso, ya que 

no sólo están orientadas a evitar que su determinación quede librada a las 

fuerzas de la oferta y la demanda, como si fuese una mercancía o un simple 

factor de la producción, sino que también pueda llegar a afectar su núcleo 
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 Corte Constitucional Sentencia c-781 de 2003. M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
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esencial, atentándose de esta manera contra los derechos fundamentales de 

los trabajadores que reciben esta clase de remuneración.  

 

Nada impide entonces que el legislador pueda adoptar los 

mecanismos de protección que juzgue convenientes para trabajadores que 

por percibir hasta un salario mínimo se encuentran en situación de 

vulnerabilidad, siempre que sean adecuados y proporcionados, pues al 

hacerlo no sólo propende por la dignificación de la persona humana  (arts. 1° 

y 5° de la CP), sino por la efectividad del derecho al trabajo en condiciones 

dignas y justas (art. 25 ibid) ya que, como se ha expresado, el salario mínimo 

permite que el trabajador se realice individual y socialmente, en la medida en 

que puede proveer a la satisfacción de sus necesidades normales y las de su 

familia en sus diversos órdenes. 

 

4.2. Pago oportuno de salario mínimo. 

 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el 

derecho de todos los trabajadores al pago oportuno de su remuneración 

salarial, es una garantía que no se agota en la simple enunciación de un 

deber surgido de la relación laboral, sino que se trata de un verdadero 

derecho fundamental. La cumplida cancelación del salario está íntimamente 

ligada a la protección de valores y principios básicos del ordenamiento 

jurídico, que velan por la igualdad de los ciudadanos, el ideal de un orden 
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justo, el reconocimiento de la dignidad humana, el mínimo material sobre el 

cual puede concretarse el libre desarrollo de la personalidad, y se realiza el 

amparo de la familia como institución básica de la sociedad. No puede 

olvidarse que la figura de la retribución salarial está directamente relacionada 

con la satisfacción del derecho fundamental de las personas a la 

subsistencia, reconocido por la Corte Constitucional como emanación de las 

garantías a la vida, a la salud, al trabajo, y a la seguridad social. Además, no 

puede perderse de vista que, como la mayoría de garantías laborales, el 

pago oportuno de los salarios es un derecho que no se agota en la 

satisfacción de las necesidades de mera subsistencia biológica del individuo, 

pues debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de 

vida individuales y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas 

del grupo familiar que depende económicamente del trabajador. Alrededor 

del trabajo se desarrolla una compleja dinámica social que está ligada a la 

realización de proyectos de vida digna y desarrollo, tanto individuales como 

colectivos que, por estar garantizados por la Carta Política como fundamento 

del orden justo, deben ponderarse al momento de estudiar cada caso 

particular41.   

 

Es necesario precisar que la falta de presupuesto de la administración, 

o la insolvencia del empleador particular, como motivo para no pagar 

oportunamente los salarios no constituye razón suficiente para justificar el 
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 Corte Constitucional Sentencia SU – 995 de 1999. 
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desconocimiento de derechos fundamentales como la vida en condiciones 

dignas y el bienestar del trabajador y sus familiares. Con todo: si la entidad 

deudora es de carácter público, la orden del juez constitucional encaminada 

a restablecer el derecho violado, deberá ser que, en un término razonable 

fijado por el juez, se cree una partida presupuestal, si no existiere, o se 

realicen las operaciones necesarias para obtener los fondos, bajo el 

entendido de que los créditos laborales vinculados al mínimo vital, gozan de 

prelación constitucional. 

 

4.2.1. Procedencia de la acción de tutela para el pago oportuno de 

salario mínimo. 

 

Para los efectos de establecer cuándo cabe y cuándo no la 

instauración de una acción de tutela, el juez está obligado a examinar los 

hechos que ante él se exponen, así como las pretensiones del actor, para 

verificar sí, por sus características, el caso materia de estudio puede ser 

resuelto en relación con los derechos fundamentales posiblemente afectados 

o amenazados, por los procedimientos judiciales ordinarios, o sí, a la inversa, 

la falta de respuesta eficiente de los medios respectivos, hace de la tutela la 

única posibilidad de alcanzar en el caso concreto los objetivos 

constitucionales42.  
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 Corte Constitucional Sentencia SU – 995 DE 1999. 
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Cuando se trata de establecer requisitos de procedibilidad para 

delimitar la extensión y eficacia de los mecanismos judiciales de defensa, las 

fórmulas genéricas y los criterios numéricos -salario mínimo, edad mínima, 

etc.-, resultan equívocos y generadores de discriminaciones proscritas 

expresamente por la Constitución en cuanto hace al acceso de toda persona 

a la administración de justicia.  Se trata de una situación que se hace 

evidente en materias que, como la de los salarios, no cuentan con un 

desarrollo legislativo posterior a la Carta Política en la que se 

constitucionalizaron los principios mínimos del orden laboral justo; y, en 

consecuencia, queda al juez constitucional la tarea de definir y concretar los 

conceptos consagrados en el Estatuto Superior, así como delimitar el 

alcance de su protección judicial. En tal labor, la doctrina de esta 

Corporación ha desarrollado criterios respecto de las cuales debe 

concretarse la unificación jurisprudencial, respetando la autonomía del juez y, 

al tiempo, propendiendo al logro de una garantía efectiva del principio de 

igualdad. 

  

a. En primer lugar, tiene que reiterarse, la acción de tutela es 

procedente cuando se invoca por el particular como remedio pronto y eficaz 

contra la violación de uno de sus derechos fundamentales. En el asunto que 

ocupa a la Corte, no cabe duda, tal y como ya se consideró, el no pago o el 

pago tardío del salario genera la violación de múltiples derechos 

fundamentales, y hace precisa la pronta intervención del funcionario judicial 
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para poner término al abuso del empleador y restituir las garantías del 

trabajador. 

 

Obviamente, no se trata de usar la tutela para el reconocimiento, 

liquidación o re liquidación de obligaciones de origen laboral -aunque en 

casos excepcionales esta Corporación ha dado la orden de proceder a ello 

en lapsos perentorios-, sino para proteger derechos indiscutibles, 

reconocidos por el empleador, ordenados por las normas laborales, o 

declarados por medio de providencia judicial en firme. 

  

b. La acción de tutela sólo procederá como mecanismo para evitar que 

el trabajador sufra una situación crítica económica y psicológica. Con esta 

referencia se busca dejar intacta la competencia de la jurisdicción laboral 

ordinaria, cuando no se trate de situaciones injustificadas, inminentes y 

graves que hacen urgente la intervención del juez de amparo. Esta 

Corporación ha dicho al respecto: 

 

  "Así, ha encontrado la Corte que puede tutelarse el derecho del 

trabajador a obtener el pago de su salario cuando resulta afectado el mínimo 

vital (Cfr. sentencias T-426 del 24. de junio de 1992, T-063 del 22 de febrero 

de 1995, y T-437 del 16 de septiembre de 1996); que es posible intentar la 

acción de tutela para que se cancelen las mesadas pensiónales dejadas de 

percibir por una 'persona de la tercera edad’ en circunstancias apremiantes y 
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siendo ese su único ingreso (Cfr. sentencias T-426 del 24 de junio de 1992, 

T-147 del 4 de abril de 1995, T-244 del 1 de junio de 1995, T-212 del 14 de 

mayo de 1996 y T- 608 del 13 de noviembre de 1996); que cuando la entidad 

obligada al pago de la pensión revoca unilateralmente su reconocimiento, 

procede la tutela para restablecer el derecho del afectado (Crf. sentencia T-

246 del 3 de junio de 1996); que es posible restaurar, por la vía del amparo, 

la igualdad quebrantada por el Estado cuando se discrimina entre los 

trabajadores, para fijar el momento de la cancelación de prestaciones, 

favoreciendo con un pago rápido a quienes se acogen a determinado 

régimen y demorándolo indefinidamente a aquellos que han optado por otro 

(Cfr. sentencia T-418 del 9 de septiembre de 1996); que resulta admisible la 

tutela para eliminar las desigualdades generadas por el uso indebido de los 

pactos colectivos de trabajo con el objeto de desestimular la asociación 

sindical" (sentencia SU-342 del 2 de agosto de 1995, M.P. Antonio Barrera 

Carbonell). 

  

c. En principio, la no cancelación de los salarios a un trabajador por 

parte de su empleador, configura un perjuicio irremediable que, como se ha 

anotado, pone en peligro el derecho fundamental a la subsistencia y los 

demás derechos conexos, en todos los casos en los que no se encuentre 

debidamente acreditado que el trabajador cuenta con rentas suficientes y 

distintas de las que provienen de su trabajo. 
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d. La formulación de estos requisitos, con todo y lo genérica que 

pueda parecer, respeta el carácter fundamental del que está revestido el 

pago oportuno de los salarios, y equilibra adecuadamente las cargas 

probatorias dentro del proceso. Se dejan intactas las atribuciones del juez de 

tutela que, una vez más, como en tantos otros asuntos, van de la mano de la 

adecuada valoración y análisis de los hechos que configuran cada caso.  

Sería ingenuo, y en todo caso inconveniente, tratar de fijar por vía de la 

unificación, una serie de eventos ideales frente a los cuales procede o no la 

tutela.  La realidad, mucho más en materia de protección de los derechos 

fundamentales, sobrepasa la imaginación del legislador o del intérprete, para 

pretender confiar a éste o a aquél, la confección de un listado taxativo o 

ejemplar de situaciones jurídicas relevantes que limiten el juicio del fallador. 

Esta Corporación se ha pronunciado al respecto en los siguientes términos: 

  

"Para los efectos de establecer cuándo cabe y cuándo no la 

instauración de una acción de tutela, el juez está obligado a examinar los 

hechos que ante él se exponen, así como las pretensiones del actor, para 

verificar sí, por sus características, el caso materia de estudio puede ser 

resuelto en relación con los derechos fundamentales posiblemente afectados 

o amenazados, y con la efectividad indispensable para su salvaguarda, por 

los procedimientos judiciales ordinarios, o sí, a la inversa, la falta de 

respuesta eficiente de los medios respectivos, hace de la tutela la única 

posibilidad de alcanzar en el caso concreto los objetivos constitucionales”. 
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e. La informalidad de la acción de tutela, y el hecho de que la persona 

no tenga que probar que es titular de los derechos fundamentales 

reconocidos por la Carta Política a todos o a los que se encuentran en 

determinados supuestos normativos, no exoneran al actor de probar los 

hechos en los que basa sus pretensiones; sin embargo, en esta clase de 

procesos preferentes y sumarios, el régimen probatorio está orientado por las 

facultades excepcionales que confiere el Decreto 2591 de 1991 al juez de 

amparo, especialmente en los artículos 18, 20, 21 y 22. Además, en la 

aplicación de las reglas de la sana crítica, debe partir el fallador del principio 

de la buena fe, constitucionalizado en el artículo 83 de la Carta de 1991. 

  

Las reglas de procedencia que se han exhibido, resultan 

suficientemente amplias como para proteger en su esencia el componente 

del mínimo vital del salario (que no es sinónimo de salario mínimo), 

apreciado por el juez en cada caso concreto, y libre de cortapisas 

cuantitativas que desconocen la especificidad de las necesidades que cada 

trabajador encara y niegan la existencia de proyectos de vida individuales 

que se resisten a ser uniformados sin dar al traste con el orden justo 

constitucional; también en ellas se establecen claros límites, para impedir 

que se acuda a la tutela de manera injustificada e incontrolada, pues para los 

casos en que los hechos o las pruebas revelan la conservación de los 
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derechos fundamentales que se alegan, o hacen innecesaria la intervención 

del juez constitucional, existirá siempre la vía laboral común43. 

 

4.3. Salarios ínfimos: Primacía de la Realidad. 

 

Para identificar cuando se está ante una relación de trabajo, se debe 

tener en cuenta lo prescrito por la Ley 50 de 1990, la cual señala que los 

elementos esenciales de una relación de trabajo corresponden a: i) que la 

actividad sea cumplida personalmente por el trabajador; ii) que exista 

continua subordinación o dependencia del trabajador respecto del 

empleador, que faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en 

cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo, cantidad de trabajo, e 

imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de 

duración del contrato. Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los 

derechos mínimos del trabajador en concordancia con los tratados o 

convenios internacionales que sobre derechos humanos relativos a la 

materia obliguen al país, y iii), el pago de un salario como retribución del 

servicio. Así pues, cuando se advierte la presencia de los tres elementos que 

caracterizan un contrato de trabajo, es irrelevante bajo qué otras 

calificaciones las partes acordaron el cumplimiento de una labor o la 

prestación de un servicio, lo cierto es que el contrato de trabajo es un 

contrato realidad, que supera ampliamente las formalidades.  
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4.4. Acreencia de pensión mínima de vejez por vía de tutela. 

 

De acuerdo con esta jurisprudencia reiterada, puede sostenerse que 

para que proceda el reconocimiento, reajuste o pago de prestaciones 

pensiónales en sede de tutela, el juez constitucional debe verificar: i) Que la 

falta de reconocimiento o reajuste de la pensión de jubilación o vejez se 

origine en actuaciones que, prima facie, desvirtúen la presunción de 

legalidad que recae sobre las actuaciones de la administración pública; ii) 

que se encuentre acreditado el cumplimiento de los requisitos legales y 

reglamentarios para que proceda el reconocimiento, pago o reajuste de la 

pensión o que, sin encontrarse plenamente demostrado la reunión de los 

mismos, exista un alto grado de certeza respecto de la procedencia de la 

solicitud, iii) que la falta de reconocimiento, reajuste o pago de la pensión 

vulnere o amenace un derecho fundamental y iv) que la acción de tutela 

resulte necesaria para evitar la consumación de un perjuicio ius fundamental 

irremediable44. 

 

 

 

 

 

 

                                                           
44

 Corte Constitucional Sentencia SU – 995 de 1999. 



63 
 

CONCLUSIONES. 

 

En el marco del desarrollo de esta investigación ha quedado plasmada 

una serie de conocimientos alrededor del derecho fundamental al mínimo 

vital, cuando quiera que este se establece como un limite y derrotero del 

Estado en relación con ciertas condiciones que aseguran a los asociados 

una existencia, que se fundamenta en los principios constitucionales y en 

medio de la constante: Estado Social de Derecho.  

 

Nos encontramos con que la Corte Constitucional se ha manifestado 

casi que desde su creación como un órgano de protección social, y que ha 

acogido el derecho fundamental al mínimo vital y todo su contenido filosófico 

para crear ciertos criterios jurídicos. Con el precepto, mínimo vital, los 

asociados al Estado Social de Derecho, acuden al juez de tutela para que le 

sean garantizados ciertos derechos mínimos que consideran violados, como 

es el caso en materia laboral en cuanto a la garantía del pago debido y 

oportuno del salario o pensión ya reconocida, de forma que se asegure su 

única fuente de subsistencia. La justicia constitucional, no obstante la 

existencia de las acciones laborales ordinarias, ha reconocido y protegido su 

derecho fundamental al mínimo vital, si el salario o la pensión son la única 

fuente de subsistencia para el trabajador y su familia y el incumplimiento es 

prolongado45. Según nuestra jurisprudencia, al trabajador o al pensionado no 
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se le puede exigir, ni moral ni constitucionalmente, tener que acudir a un 

juicio ordinario de prolongada duración cuando el cumplimiento fundamental 

puede garantizarse inmediatamente en aras de preservar valores mas altos, 

tratándose por ejemplo de mínimo vital46. 

 

Se parte  entonces del mínimo vital como la consecuencia directa de 

los principios de dignidad humana e integridad personal, que definen la 

organización política, social y económica que busca garantizar la igualdad de 

oportunidades y la nivelación social en una sociedad que, históricamente, 

arroja una realidad injusta y desigual, con factores culturales y económicos 

de grave incidencia en lo que se conoce como "déficit social". 

 

El objeto del mínimo vital en Colombia abarca todas las medidas 

positivas o negativas, constitucionalmente ordenadas, con el fin de evitar que 

la persona se vea reducida en su valor intrínseco como ser humano, en el 

evento que no cuente con condiciones materiales que lo incluyan en la 

sociedad, de tal forma que pueda llevar una existencia digna. Hay que 

precisar que el derecho a un mínimo vital no sugiere un derecho subjetivo a 

toda persona para exigir al Estado alguna prestación particular, esto quiere 

decir que, para su aplicación ante su eventual amenaza, atiende una serie de 

características y condiciones especiales sobre el caso concreto, apoyándose 
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en la garantía a las condiciones económicas y de autodeterminación  del 

individuo por las que vela la Carta Constitucional. 

 

Según esta concepción, es evidente que el mínimo vital logra 

constituirse como un límite o cota inferior que no puede ser traspasada por el 

Estado en sus actuaciones, sean de carácter administrativo, legislativo o 

judicial, sobre todo cuando en su función ineludible de garantizar mínimas 

condiciones, se trate de disposición de recursos materiales que representen 

la existencia digna del individuo. Para el tema desarrollado es pertinente 

anotar que en el acierto de generar estas garantías al individuo, el Estado, 

además, hace uso de instituciones que se plantean como la representación 

del cuido que merece el mínimo vital, dado su carácter de derecho social 

fundamental.  

 

A través del salario mínimo y pensión mínima, el órgano estatal gesta 

políticas que le protegen de alguna forma el derecho a un mínimo vital de los 

asociados, y respecto de las cuales se abstiene el mismo Estado de 

traspasar el límite en el que se convierte todo el contenido jurídico de éstas 

instituciones.  

 

La jurisprudencia nacional se ha encargado de reiterar el compromiso 

que tiene el Estado en el deber de proteger estas instituciones, creando, 

estimulando e incentivando las condiciones socioeconómicas propicias que 
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promuevan una oferta de oportunidades laborales para trabajar, expidiendo 

la normatividad que asegure unas relaciones laborales "dignas y justas", con 

arreglo a los principios fundamentales básicos y mínimos ideados por el 

Constituyente y, en ejercicio de su capacidad de intervención, limitando los 

abusos que pueden engendrarse al amparo de las leyes del mercado y del 

principio de la autonomía de la voluntad, o regulando las condiciones 

requeridas para racionalizar la economía, con el fin de asegurar el pleno 

empleo de los recursos humanos, la distribución equitativa de las 

oportunidades y los beneficios del desarrollo, especialmente en lo laboral, y 

el mejoramiento de la calidad de vida de los trabajadores. 

 

En este orden el salario mínimo cumple una función reguladora, en 

donde claramente su ausencia produciría la carencia de todo parámetro para 

impedir la explotación del trabajador que no éste cubierto por alguna forma 

de regulación de salario, y al antojo de la contratación particular. 

 

A pesar de la intención protectora del salario mínimo, y desde la 

garantía que lo cubre, no se puede pensar que ésta institución es un arma 

certera contra la pobreza y la desigualdad; pero lo que si nos sugiere el 

resultado de la investigación es que el salario mínimo es una herramienta 

diseñada por la política social que ni siquiera se puede intentar desmejorar. 
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El establecimiento del salario mínimo vital y móvil, si bien no puede 

ser elevado a la concepción de mínimo vital, si representa por lo menos una 

forma específica, a través de la cual, se soporta la protección especial que el 

trabajo debe recibir del Estado y de la sociedad. De otro modo, si la 

remuneración que el trabajador obtiene, no le permite satisfacer las 

necesidades - materiales, sociales y culturales  indispensables para su 

desempeño regular en la sociedad y, además, llevar una vida social y familiar 

normal, ella no estará a la altura de la persona humana, y no podrá ser 

reputada digna, pues dejará de servir como instrumento para construir una 

existencia libre y valiosa.  

 

En el caso de la pensión mínima, como concepto jurídico presente en 

el contenido de este tratado, es preciso anotar que, desde mucho antes de 

llegar a las personas como derecho adquirido, se liga funcionalmente a partir 

de su objeto, con la determinación a futuro de amparo de contingencias 

derivadas de ciertas condiciones (vejez, invalidez o muerte) cuando, 

efectivamente, con su reconocimiento se libra al individuo de lidiar con ciertas 

desventajas a futuro, en el desarrollo de su persona en la sociedad. Lo 

anterior nos lleva a concluir que finalmente también es inspirada esta figura 

(pensión) en la garantía que el Estado les debe a los particulares, o lo que es 

lo mismo: mínimo vital. 
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Otro mecanismo de protección del salario mínimo, y con ello a quienes 

lo perciben, consiste en su carácter irrenunciable e inembargable. En cuanto 

a lo primero, se tiene que la fijación del salario mínimo modifica 

automáticamente los contratos de trabajo en los que se haya estipulado un 

salario inferior. Y en cuanto a lo segundo, se trata de una medida que 

armoniza con la Constitución,  en su artículo 53, el cual garantiza una 

remuneración mínima vital y móvil, pero además el artículo 42 superior 

extiende tal garantía al núcleo familiar del trabajador.  

 

En consecuencia de la proyección de esta investigación, resulta 

apropiado insistir en el peso jurídico que representa el derecho al mínimo 

vital en nuestro ordenamiento jurídico, sobre todo cuando crea medidas de 

protección para los individuos de la sociedad, asegurando siempre su  

desarrollo vital en condiciones dignas e integras y dejando absolutamente 

claro que es un derrotero, a partir del cual, el Estado debe promover sus 

acciones dirigidas a la consecución de sus fines. Así, se puede concluir que 

es el mínimo vital de especial importancia en la clausula Estado Social de 

Derecho, convirtiéndose prácticamente en su firma, y justificando de forma 

suficiente que la vida es un verbo nutrido por mas que respirar 

.  
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